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Situaciones de conflicto

y políticas de seguridad

Por Ana María Romero de Campero


América Latina es uno de los continentes donde la democracia está más extendida.  Luego de librarse de los regímenes militares y dictatoriales que, con pocas excepciones,  la agobiaron hasta fines de los 70 y, tras prolongadas luchas por conquistar la libertad, uno a uno los países fueron convocando a elecciones e inaugurando sus democracias en medio de grandes expectativas de la población.  Vale la pena indagar las razones por las que hoy la región está inundada de conflictos.

En la práctica, la democracia implicó algo más complejo que resistir a la dictadura. Resultó ser un proceso que debía construirse prácticamente de cero colocando uno a uno los ladrillos del Estado de Derecho, o sea de un régimen donde impere la justicia y se respeten la legalidad y los derechos humanos.  Exactamente la otra cara de la experiencia que se dejó atrás. Con la democracia se inauguró un espacio en el que ciudadanos y ciudadanas pudieran hacerse escuchar, participar y opinar sobre los asuntos que les conciernen.  Un sistema que mediante el voto les permitiría elegir a quienes dirigirán el gobiernos y sus representarán en el Parlamento que, a su vez, designarían a jueces que administren una justicia justa.   

Ese idílico paisaje pleno de esperanza y de ilusiones se ve hoy amenazado por serias tormentas.  Los sueños de al menos dos generaciones -la que luchó por la democracia y la que nació en ella- parecen haberse extraviado. Las señales de intranquilidad son numerosas y en algunos países las calles marcan la agenda política haciendo escuchar la voz de los movimientos sociales e incluso forzando la salida de varios presidentes. ¿Qué ha ocurrido?


Un informe sobre  la democracia en América Latina preparado por el PNUD el 2004 revela que los latinoamericanos están perdiendo confianza en el sistema. Otro estudio reciente de la Universidad de Vanderbilt plantea que si bien los ánimos todavía no están en rojo en Costa Rica, El Salvador, México y Colombia cuyo promedio de apoyo a la democracia va de 67 al 57% , hay un núcleo mayoritario de países cuyo margen de rechazo está entre el 52 al 42%. Entre ellos se cuentan básicamente centroamericanos y andinos.


Varias razones explican ese estado de ánimo y el malestar reinante.  El PNUD, por ejemplo, sostiene que aunque la situación mejoró en comparación con los períodos no democráticos, el progreso en cuanto al respeto al derecho a la vida, la integridad física, la seguridad y la no discriminación ha sido irregular y las más de las veces insuficiente. 
  Y la conclusión es que cuando un Estado no pone en práctica las medidas necesarias para garantizar y hacer respetar estos derechos, más aún cuando ese mismo Estado viola esos derechos, la voluntad democrática de una sociedad retrocede.


Hay quienes miden la democracia por la cantidad de veces que la gente acude a las urnas pero, no cabe duda que la democracia es algo más. El informe citado presenta tendencias en relación a la ciudadanía social que son realmente preocupantes y constituyen el principal desafío de las democracias latinoamericanas, porque los grupos más excluidos del ejercicio pleno de ciudadanía resultan ser los mismos que sufren carencias en su calidad de vida y que no pueden ejercer plenamente sus derechos.  La pobreza y la desigualdad existentes no permiten que los individuos se expresen de manera igualitaria en el ámbito público, lo que erosiona seriamente la inclusión social.  En 15 de los 18 países estudiados, un 25% de la población vive bajo la línea de pobreza y en siete de ellos más de la mitad está en situación de extrema pobreza.  De acuerdo a últimos datos de la CEPAL existen 222 millones de pobres y 96 millones de indigentes en la América Latina y el Caribe.  En esto hay excepciones.  Chile ha reducido a la mitad la pobreza extrema (con un promedio de 19%) en tanto que otros países están en vías de alcanzar progresos sustanciales en la materia como Brasil, Costa Rica, México, Panamá y el Uruguay. 

 Las estrategias que surgieron del llamado consenso de Washington han podido estabilizar las finanzas, pero han fracasado en relación a las necesidades de la población.  Así lo entiende la gente cuya satisfacción sobre el funcionamiento de la economía está en el 19%.  Cada vez más, la ciudadanía se manifiesta escéptica frente a una democracia que llegó de la mano de la crisis de la deuda, se volvió vulnerable a las variaciones de la bolsa y no ha podido presentar resultados tangibles a la población.  La encuesta confirma el rechazo de los ciudadanos a las privatizaciones especialmente de servicios públicos.  El 75% de los encuestados empieza a resistirlas de manera activa.

             Varios autores coinciden en afirmar que el modelo neo liberal que se aplicó a la región ha dado lugar a la ampliación de las brechas sociales, la concentración de la riqueza y del poder, así como a un peligroso achicamiento del Estado que, por ejemplo en Bolivia, al no poder responder a las demandas sociales ni manejar con eficiencia las políticas públicas ha dejado de ser el referente común que aglutine lo que ha provocado una gran fragmentación de la sociedad y el fortalecimiento de conductas corporativas. 
 Una serie de los conflictos que asolan a nuestros países tienen que ver con las consecuencias del modelo de ajuste que se aplicó indiscriminadamente.

Esas medidas han afectado la vida cotidiana de la gente de muchas maneras.  En un reciente simposio para analizar las razones por las que tantos latinoamericanos migran al exterior,  el economista peruano Javier Iguiñi anotaba ciertos hechos que no siempre se ven reflejados en los análisis macroeconómicos:

a) a la crisis afecta en mayor proporción a los más pobres porque el       

     excedente se ha concentrado.

b) han empeorado las condiciones del que trabaja, se ha hecho más difícil la situación de los informales porque el mercado interno se ha achicado y se han afectado los ingresos de los campesinos con el congelamiento de precios de los productos agrícolas. Resultado: de una u otra manera todos los pobres están metidos en la misma bolsa. 

c) la desfinanciación del Estado ha hecho que aumente el costo familiar de los servicios. Como los hospitales no cubren las medicinas hay que pagar por ellas. Como la escuela pública no satisface las expectativas  en educación, la gente opta por llevar a sus hijos a escuelas privadas.  El bajo presupuesto de la Policía hace que se contraten servicios privados o que se tome justicia por cuenta propia. 

d) No solo es difícil encontrar trabajo, sino que muchos no consideran que lo tienen  por las condiciones en que lo realizan.  La jornada son más largas, los contratos más cortos y el riesgo de desempleo es mayor. La desprotección legal y sindical es grande.  
e) La clase media también sufre el rigor de la crisis.  El fenómeno de la discordancia profesional muestra que cada día hay más gente que pese a tener un titulo y experiencia está haciendo trabajos muy por debajo de su preparación (ingenieros o médicos que hacen de taxistas). Este es otro tipo de pobreza más disimulada pero igualmente frustrante. 

f) Los ingresos son menores y el consumo mayor.  Por ejemplo, la extensión de la comunicación por celular ha creado un tipo de gasto que antes no figuraba en la canasta familiar.  Otro hecho es que desde que se han privatizado, los servicios cuestan más.

g) En nuestros países siempre  hubo desigualdad.  De género, raza, edad, etc.  El fenómeno no es nuevo. Pero aún así existía cierta universalidad cívica, nuestras constituciones daban por hecha la igualdad pero en los últimos 15 años se ha producido un sinceramiento de la desigualdad. Entre los ejemplos más evidentes está la seguridad social que solo cubre a una parte de la sociedad. Las AFPs institucionalizan una línea divisoria que existía en la práctica pero que no era oficial. Ha desaparecido el principio de la solidaridad, ahora hay unos que ahorran y tienen su futuro asegurado, mientras se deja al resto que se las  arregle.   Pasa lo mismo en el campo de la salud, pagamos menos al seguro social y por tanto  compartimos menos. 
 

Ese Estado jibarizado, ausente en muchos espacios, hace que los derechos se violen más por omisión que por excesos, como ocurría en la etapa previa.  El tipo de reformas que se han implantado, provoca que la cohesión interna esté en peligro pues la división corre el riesgo de institucionalizarse, de convertirse en la norma.  Cada uno con su espacio, sus circunstancias, su problema. Estamos precarizando el trabajo, maltratando a la gente más pobre, haciéndole la vida más difícil, aumentando las diferencias.  No solo el reparto de los costos y beneficios son cada vez peores, sino que tenemos elites insensibles, despectivas, inconcientes de lo que pasa a su alrededor, conectadas con el mundo y desenchufadas de su entorno.  El mensaje parecería ser  arréglatelas por tu cuenta, nadie se preocupará por ti.  El contrato social que teníamos, precario, defectuoso, incipiente se ha erosionado.  Nuestras democracias pueden considerarse como de baja intensidad por la  calidad de lo social y una concentración del ingreso que nos muestra como el continente más injusto, con la mayor brecha entre ricos y pobres.

Como podemos observar existe un divorcio entre los problemas que los ciudadanos quisieran ver resueltos y la capacidad de los gobiernos para reconocerlos y enfrentarlos.  La política tiende a perder contenido por la disminución de la soberanía interior del Estado atribuible a la presencia de un orden internacional que limita su capacidad para actuar con razonable autonomía.  Los políticos ya no hacen política y esto porque no son los que fabrican el software sino que se limitan a manejar el hardware. Las políticas les vienen dictadas de fuera por los organismos internacionales.

Las consecuencias de esta situación son varias. La más visible es la deslegitimación del sistema de partidos que es una de las piedras angulares de la democracia representativa. Aunque las circunstancias son diferentes en cada país porque no es posible comparar Venezuela con Costa Rica, ni el Perú con Nicaragua, varias investigaciones coinciden en reflejar la creciente falta de credibilidad de los líderes políticos y los partidos.

Este fenómeno hace que el sistema democrático está asediado por una crisis de gobernabilidad que se origina principalmente en la fragmentación de la representación política y la crisis del sistema de partidos, así como en el debilitamiento del Estado para hacer frente a las crecientes demandas de la población y a los conflictos sociales.  Las encuestas muestran cada vez más distancia de la población frente a los partidos y a su modo de hacer política.  En buena parte de los casos las campañas electorales se manejan por medio de expertos y privilegiando la propaganda en los medios masivos.

Se ha llegado a un punto en que, como dijera Federico Mayor Zaragoza, ex director general de la UNESCO, “la gente ya no cuenta sino que la cuentan” o sea que la democracia va siendo reemplazada por la demoscopía.  La “encuestitis” es una deformación de la política que ha contribuido a generar ese síndrome del ombligo que aflige a la llamada clase política y que ha hecho que los partidos pasen por una crisis de sentido.


Desde esa perspectiva son perfectamente comprensibles las medidas de presión de los sectores sociales destinadas a llamar la atención de aquellos cuyas preocupaciones se concentran en el “maravilloso instrumento del poder” como fuera bautizado por un famoso político boliviano. Y quizás esa sea una de las razones para la desilusión de la gente con los partidos porque es a través de la política y no solo de la economía que se pueden generar condiciones más equitativas y aumentar las opciones de las personas. 


Se me ha invitado para hablar de seguridad y he empezando mostrando qué es lo que está fallando en nuestra sociedad y porqué.   Para centrar el tema quisiera prestarme las palabras del colombiano Augusto Ramírez Ocampo quien plantea que la seguridad  democrática debe ser entendida como “la prioridad dada a las necesidades de los individuos de vivir en paz y de contar con los medios económicos, políticos y ambientales, para una existencia digna”.

En la sociedad democrática, la seguridad de la nación es la seguridad de los hombres y mujeres que la componen e implica además de la ausencia de riesgos o amenazas físicas, la existencia de condiciones mínimas de ingreso, vivienda y, salud, educación y otras.  En esta definición, la seguridad tiene una connotación mas amplia que la mera defensa del territorio o la prevención o represión del delito, y se relaciona mas que con el Estado con “la sociedad y con el individuo con su seguridad cotidiana que abarca además de la no violencia, su capacidad para vivir, para comer, para existir sanamente, para educarse, para participar en las decisiones, para que la totalidad de sus derechos le sean respetados”.


La democracia establece las condiciones para que los diversos sectores de la población hagan valer sus intereses, pero muchos de ellos enfocan la crisis desde la perspectiva de los intereses sectoriales.  De esa manera y día que pasa la noción del Bien Común va difuminándose y dejando de ser un referente.

Muchos de los llamados anti sistémicos, se reclutan entre los grupos de menor educación, entre los jóvenes de clases bajas que no tienen esperanzas de trabajo ni de un futuro mejor, entre quienes tienen bajas expectativas de movilidad social y una gran desconfianza en las instituciones democráticas.  


Las fallas no están solamente en el Estado también se encuentran en la sociedad. Hay que admitir que las elites políticas y sociales han decidido desentenderse de los problemas de la sociedad. Si esto es verdad a nivel mundial con los tremendos desequilibros entre el Norte y Sur del planeta, no lo es menos en el plano regional. El fenómeno es tan evidente que  ha sido reconocido por instituciones como el BID que, junto a universidades de la región impulsa un programa para alentar la responsabilidad y la ética  social en las empresas. 

Si partimos de la idea de  que la democracia es sobre todo un conjunto de valores de convivencia,  también debe preocuparnos la tendencia ciudadana hacia el autoritarismo que detectan las encuestas.  Ante la pregunta de si estaría dispuesta a aceptar un régimen autoritario si éste le resolviera los problemas económicos el 54% de la gente respondió afirmativamente.  La forma en que se estructuró la pregunta ha dado lugar a una gran polémica pues hay quienes se interrogan cual el resultado que se habría obtenido al consultarse exactamente lo contrario, pero lo cierto es que ésta no ha sido la única señal en ese sentido.  Un 42.8% de los consultados por el PNUD dijo estar de acuerdo en que si fuera necesario el gobierno debiera ir más allá de las leyes para poner orden.   Una buena parte de los ciudadanos valora más el desarrollo que la democracia y está dispuesta a quitar su apoyo a un gobierno si éste no le resuelve los problemas de su cotidiano vivir.  

 Un reciente diagnóstico que hicimos en la fundación que dirijo, mostró que en Bolivia los sindicatos y los movimientos sociales han perdido la fe en el diálogo. Creen que la única forma que tienen de hacerse visibles es a través de medidas de presión.  La razón es que su relación con los sucesivos gobiernos está sembrada de convenios firmados pero no cumplidos, políticas fallidas y una serie de promesas electorales que nunca llegaron a concretarse. Cito este caso por su recurrencia en muchos países.
No sería justo, sin embargo, poner todas las culpas en uno de los platillos de la balanza.  Sin duda que la democracia no se construye de un día a otro.  Es un proceso difícil en el que tenemos mucho que aprender tanto gobernantes y gobernados y de ahí que se diga que somos países en transición a la democracia.  Pero así como distamos mucho de tener gobiernos que garanticen la plena vigencia del Estado de derecho,  es difícil afirmar que en nuestras sociedades prevalecen los valores democráticos.  Que todos practicamos esa máxima de que “mis derechos terminan donde empiezan los derechos de los demás”, que somos tolerantes, que no discriminamos y que practicamos la solidaridad.  

Es mucho lo que nos falta en materia de clarificar valores y conductas democráticas, entre otras cosas porque se mantienen vigentes una serie de vertientes autoritarias en las que nos hemos formado y deformado.  Para modificar ese “disco duro del autoritarismo” que se refleja en múltiples situaciones 
 se requiere tiempo y un esfuerzo de proporciones que pasa por la promoción de los derechos humanos y valores democráticos como la tolerancia, el respeto a la diferencia, la no discriminación, el reconocimiento de obligaciones para con la sociedad, la familia y el Estado. 

Hay que decir que éste no ha sido un tiempo perdido del todo.  Hay muchas cosas de las que debemos congratularnos, entre ellas nuevas instituciones democráticas que han empezado a funcionar y que han aumentado el nivel garantista de los derechos humanos. Ahí están por ejemplo el Tribunal Constitucional, los organismos electorales  y el Defensor del Pueblo.
A tiempo que exhibimos las falencias o los problemas que afectan a nuestra democracia es importante destacar sus logros, así como sus efectos en la vida de la gente. Es un hecho que su vigencia ha hecho posible que vastos sectores de la sociedad se informen, se expresen, se asocien y finalmente hagan conocer su pensamiento.  Derechos largo tiempo negados como los de  los pueblos indígenas o las mujeres encuentran espacios para ser exigidos y puestos en práctica. Hechos que en el pasado reciente hubieran quedado soterrados y sin posibilidad de hacerse públicos hoy se conocen gracias a los medios de comunicación. Pero el acceder a información sobre las bondades del progreso sin la posibilidad de acceder a él, hace que los pobres latinoamericanos tomen plena conciencia de las desigualdades que soportan y se desilusionen peligrosamente sobre los beneficios que les reporta la democracia.   Cuando se  pregunta a las personas como se sienten frente al poder, responden sin dudar que el pobre está desvalido, que no tiene la forma de hacer valer sus intereses ante las altas instancias del Estado. 

El ex canciller boliviano Gustavo Fernández sugiere no alarmarse.  Plantea que somos “sociedades en transición hacia una democracia plena” y atribuye la conflictividad existente más que a las condiciones de vida que soportan las mayorías, a la carencia de destrezas, habilidades, actitudes, prácticas o interés para abordar la compleja problemática que se vive hoy en día y que la globalización se ha encargado de volver aún más complicada . 
 

Lo cierto es que con matices que varían de un país a otro el panorama que vive la región tiene como denominador común la insatisfacción.  El desencanto con el modelo neo liberal, la falta de empleo y la ausencia de futuro ha provocado un éxodo de grandes proporciones hacia el exterior.  En Ecuador un tercio de su población está fuera, lo mismo pasa en México, Bolivia, Argentina, Perú y todo Centro América.  Se ha llegado a un punto en que los ciudadanos, con sus remesas, financian buena parte de las necesidades que el Estado, reducido a su mínima expresión,  no puede cubrir con sus ingresos locales. 

 Al fallar ese factor de cohesión social que es el Estado se produce una gran disgregación pero además se multiplican los problemas de inseguridad. Ya vimos el panorama en el campo socio-político, ahora ingresemos al de la seguridad pública. En muchas partes el Estado ha perdido o está a punto de perder el monopolio del uso de la fuerza y se ha vuelto cada vez menos capaz de afirmar su autoridad en el territorio nacional. Si no es la guerrilla, como en el caso de Colombia, son las bandas criminales, el narcotráfico, las pandillas juveniles o maras, las que desafían su autoridad e imponen la ley del más fuerte en desmedro del Estado de derecho.  Es ya un lugar común en la región el crecimiento de empresas privadas de seguridad que en número, en el empleo de armas e instrumentos sofisticados de vigilancia, tienden a sobrepasar los de la Policía.

A ese panorama hay que agregarle que, en algunos países, las Fuerzas Armadas son llamadas para realizar tareas que le competen a la Policía pero que ésta no alcanza a cumplir porque los acontecimientos la sobrepasan y esto afecta el principio constitucional de que la  responsabilidad de guardar el orden publico debe recaer en manos de la policía.  Así tenemos la presencia de militares en la llamada guerra contra las drogas, la delincuencia, el contrabando y la contención de las movilizaciones sociales.

No todos los actores estatales trabajan bajo la premisa de que la seguridad ciudadana debe fundarse en un orden democrático donde el origen y el fin del Estado sea la persona humana.  Esta concepción todavía se enfrenta a tradiciones no democráticas y arbitrarias del orden público.  Las doctrinas de seguridad nacional todavía no han desaparecido de los institutos de formación y de las instituciones militares y policiales, que conciben a la seguridad pública como la más alta finalidad del Estado supeditando a los ciudadanos a este orden en una clara inversión de valores.

Si el tránsito de la dictadura a la democracia sigue siendo difícil e muchos países imaginemos cuando complejo es cambiar el modelo de seguridad que prevaleció previamente.  Aún así se han hecho esfuerzos que vale la pena destacar. Centroamérica ha marcado pautas interesantes en la materia y su modelo de seguridad democrática ha requerido, como paso previo, la disolución de la vieja policía y su reemplazo por una policía civil.  

En el Tratado Marco de Seguridad Democrática que firmaron los presidentes centroamericanos en diciembre de 1995 destacan los conceptos referidos al campo institucional de la seguridad pública como son el de la subordinación al poder civil libremente elegido y el de la restricción de sus competencias al marco constitucional existente en cada Estado. A su vez esto se acompaña de una definición de la seguridad pública como la creación de condiciones que permitan a los habitantes de cada Estado su desarrollo personal, familiar y social en paz, libertad y  democracia, dentro de un marco de respeto promoción y tutela de todos los derechos humanos, lo que es asumido además como una obligación de los Estados.


La tarea de los defensores del pueblo o procuradores de los derechos humanos, en el campo de la seguridad pública democrática, ha dado algunos frutos.  Por vez primera se introdujo la capacitación de Policía y Fuerzas Armadas en materia de derechos humanos y son innumerables las actuaciones que se han realizado para que su labor se adecúe al Estado de derecho en base al seguimiento de sus acciones, la recepción de quejas y la denuncia pública de los abusos que pudieran haberse cometido. Hay cambios que estas acciones están ayudando a lograr en materia de derechos civiles y políticos.

Pero el Estado no la tiene fácil. Luego de un período de vida democrática que, con incidentes menores, ha cumplido dos décadas de vigencia, los conflictos se han convertido en el pan cotidiano en la América Latina.  Las señales de intranquilidad son numerosas y en algunos países las calles han marcado la agenda política haciendo escuchar la voz de los movimientos sociales e incluso forzando la salida de varios presidentes. Los choques con las llamadas “fuerzas del orden” están a la orden del día.  Los muertos y los heridos también.  Lo que no parece justo es que éste sea el campo donde se intente resolver los fracasos de la política.

En algunos países la turbulencia social tiene cada día más connotaciones culturales.  Dado que el rostro de los pobres es generalmente moreno y que las elites que gobiernan tienen ascendencia española o mestiza, los conflictos se concentran en reclamos de tipo étnico y abogan por una presencia sustancial de los indígenas en los mecanismos políticos de toma de decisiones.  Esa presión para el cambio tiene características de un movimiento indígena coordinado especialmente en el área andina.  En muchas de las constituciones que nacieron de Asambleas Constituyentes llevadas a cabo especialmente en el área andina y de la que se espera en Bolivia para el 2006, se hicieron notables avances en el campo de los derechos de los indígenas pero, lamentablemente, estos no se han traducido en la realidad.

Hay que decir que estas reivindicaciones no siempre son bien comprendidas. Lo étnico asusta y muchas veces es visto con suspicacia. Algunas veces sus actores son confundidos con terroristas como efecto de la forma en que se encara la seguridad hemisférica luego del 11 de septiembre en Nueva York.  O sea que se equipara sin mayor análisis la confrontación cultural con el mundo islámico con la que se libra en el plano social en varios países de la América Latina.

Pero eso no es todo. En lugar de asumir la responsabilidad que les toca en este estado de cosas, algunas potencias empiezan a mirar a nuestros países con una preocupación morbosa mientras registran todos los incidentes para ver si se nos coloca en la categoría de los “estados fallidos”.  Parten de la peligrosa idea de que algunos países podrían no ser aptos para enfrentar el fenómeno de la globalización y estarían, por tanto, condenados a desaparecer. 

Según el politólogo peruano Javier Alcalde, se califican como fallidos a aquellos estados que atraviesan por situaciones de desorden y conflicto interno que otros Estados históricamente han podido superar.  Juzgan equivocadamente la turbulencia social como una situación anómala y terminal y la atribuyen a una falta de capacidad del Estado, ignorando los factores y las fuerzas externas que con intención de control y dominio han condicionado poderosamente esta situación. El autor plantea que una de las razones que lleva a esta situación es el paradigma del desarrollo económico y social construido y promovido por las potencias para su aplicación en el Tercer Mundo sin tener en cuenta las peculiaridades culturales, económicas y sociales de cada país y región. 

Entre los países que merecen el calificativo de “fallidos” figura Haití que está bajo el control de los cascos azules. Y según Alcalde hay varios países andinos que están en la mira. Una de las condiciones para entrar en la lista es el pretendido peligro que estas naciones de revoltosos pueden crear para sus vecinos.  En Bolivia estamos preocupados porque hay voces como la del conservador norteamericano MarcMalcoff que propuso abiertamente la perentoria disolución de Bolivia justo cuando eran objeto de polémica y de protestas callejeras las condiciones que se otorgaron a las empresas petroleras en anteriores gobiernos.

Dejo como tema de análisis y debate  ese peligroso enfoque que criminaliza las protestas y que ignora las verdaderas razones para el surgimiento de conflictos sociales en nuestros países.  Pero sobre todo creo pertinente una mirada a la crisis por la que atraviesa nuestra región desde la óptica de los derechos humanos.  Esa es la única forma de escapar al exitismo fácil o de cartel y de aunar esfuerzos para construir una democracia que respete los derechos humanos y brinde seguridad a las personas y que, por tanto, haga honor a su nombre.
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